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Resumen: Este artículo describe los procesos de producción y movilización de conocimiento sobre 
educación por parte de dos centros de política en la Argentina durante la década de 2000. Se inscribe 
en las discusiones teóricas sobre el uso de conocimiento en los procesos de generación de políticas 
públicas y sobre el rol de los think tanks.  Los dos casos seleccionados se analizan en relación a la 
definición de sus agendas temáticas; el financiamiento y la conformación de sus equipos de trabajo; 
sus estrategias de producción y movilización del conocimiento; y las (dis)continuidades con la acción 
de centros de política en la década de 1990. 
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Policy centers and knowledge mobilization in the field of education in Argentina 
Abstract: This article describes the processes of production and mobilization of educational 
knowledge by two policy centers in Argentina during the decade of 2000. It is framed by the 
theoretical discussions about the use of knowledge in the processes of generating public policies, 
and about the role of think tanks. The two selected cases are analyzed in relation to the definition of 
their thematic agendas; the financing and formation of their work teams; their strategies for 
knowledge production and mobilization; and the (dis)continuities with the action of policy centers in 
the 1990s. 
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Centros de política e mobilização de conhecimento no campo da educação na Argentina 
Resumo: O artigo descreve os processos de produção e mobilização de conhecimentos sobre 
educação por dois centros de política na Argentina durante a década de 2000. Se enquadra nas 
discussões teóricas sobre o uso do conhecimento nos processos de geração de políticas públicas e 
sobre o papel dos think tanks. Os dois casos selecionados são analisados em relação à definição de 
suas agendas temáticas; o financiamento e formação de suas equipes de trabalho; suas estratégias de 
produção e mobilização de conhecimento; e as (des)continuidades com a ação dos centros de 
política na década de 1990. 
Palavras-chave: educação; mobilização de conhecimento; políticas públicas; centros de política; 
Argentina 
 
Introducción 
El objetivo de este artículo es describir las características que asumieron la producción y 
movilización de conocimiento sobre educación por parte de los centros de política en la Argentina 
durante la década de 20001. Se inscribe en las discusiones teóricas sobre el uso de conocimiento en 
los procesos de generación de políticas públicas y sobre el rol de los think tanks; en particular, 
responde al llamado de investigar la movilización de conocimientos en organizaciones que tienen el 
mandato de intentar influir sobre la opinión pública o sobre un sector de las políticas públicas 
(Levin, 2008). Estudios previos sobre la movilización de conocimiento han abarcado desde trabajos 
sobre cómo este concepto se introduce en las discusiones sobre qué tipo de investigación se realiza 
en las universidades (Naidorf, 2014) hasta análisis de organizaciones que operan como 
intermediarios entre los productores y los potenciales usuarios de resultados de investigación 
(Cooper, 2014). 
En el campo de la educación, la acción de los centros de política o “tanques de pensamiento” 
--entidades privadas sin fines de lucro que asumen la forma legal de fundaciones o de asociaciones 
civiles-- ha sido una temática relativamente poco explorada en el contexto argentino, aunque de 
interés en la producción reciente (Di Pietro, 2003; Lafiosca, 2009; Simón & Palamidessi, 2007; véase 
también Tiramonti 2016; Nosiglia 2016). En este artículo se examinan los procedimientos que 
                                                 
1 La investigación que dio origen a este artículo tuvo financiamiento de la Agencia Nacional de Promoción 
Científica y Tecnológica y de la Universidad Nacional de San Martín (Argentina), en el marco del Proyecto de 
Investigación Científica y Tecnológica Orientado (PICTO) 2008-0043: “La producción y difusión de 
conocimiento en educación y las políticas educativas en Argentina (2001-2010)”. 
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emplean dos centros de política que han tenido un importante protagonismo en los últimos años 
para producir y movilizar conocimiento: el Centro de Implementación de Políticas Públicas para la 
Equidad y el Crecimiento (CIPPEC) y el Centro de Estudios en Políticas Públicas (CEPP). Para ello, 
se han analizado las páginas web y se ha entrevistado a los responsables del área de educación de las 
dos organizaciones2.  
El artículo se organiza en tres partes. En la primera, se plantea un marco conceptual sobre la 
movilización de conocimiento, los usos de la investigación y los centros de política. La segunda 
sección brinda un panorama sintético de la evolución de los centros de política en el contexto 
argentino desde inicios de la década de 1990. El tercer apartado presenta el análisis de las dos 
organizaciones seleccionadas para mostrar los rasgos que adoptaron los procesos de movilización de 
conocimiento en la década de 2000. 
Movilización de Conocimiento y Centros de Política 
Una importante línea de teorización e investigación ha mostrado cómo el conocimiento 
experto adquiere un rol cada vez más crucial en los procesos de generación de políticas públicas 
(Fischer, 2009; Jasanoff, 2012). La movilización de conocimiento alude al proceso de intensificación 
de las conexiones entre la investigación --o, de manera más amplia, distintos tipos de conocimiento--
, la política y la práctica3. Se trata de las conversaciones y acciones que ocurren después o más allá de 
la difusión de los resultados de una investigación (Levin & Cooper, 2011). Fenwick y Farrell (2011, 
p. 4) citan como una de las definiciones en uso la adoptada por el Social Sciences and Humanities 
Research Council de Canadá: “flujo de conocimiento entre múltiples agentes que conduce a un impacto 
intelectual, social o económico” (nuestra traducción).  
La cuestión del impacto se vincula a los usos del conocimiento y la clásica tipología de Carol 
Weiss (1991), que distingue entre: 1) un modelo instrumental que representa el proceso en términos 
de uso del conocimiento en forma directa para la toma de decisiones específicas; 2) un modelo 
conceptual de utilización del conocimiento como un proceso más complejo, indirecto y difuso; 3) un 
modelo estratégico, en el que una posición predeterminada es respaldada por los resultados o por el 
proceso de investigación. Nutley et al. (2007, citado en Fenwick & Farrell, 2011) agregan un cuarto 
tipo de uso, el de la construcción de capacidades (desarrollo de nuevas habilidades personales o 
técnicas). 
Uno de los factores principales en la discusión teórica sobre los procesos de movilización de 
conocimiento es el de los roles que diferentes actores juegan para facilitar u optimizar dichos 
procesos. Un importante énfasis está puesto en cómo los productores de conocimiento –típicamente 
universidades y centros de investigación, aunque también puede incluir actores menos tradicionales, 
como los centros de política o think tanks— generan acciones para promover el uso efectivo de su 
producción (Levin & Cooper, 2011; Nichols, Phipps, Provençal, & Hewitt, 2013). Por otro lado, se 
                                                 
2 Los entrevistados fueron: Gustavo Iaies, por el CEPP (Entrevista GI); y Florencia Mezzadra, Axel Rivas y 
Cecilia Veleda, por CIPPEC (Entrevista FM, AR y CV). Las entrevistas se realizaron entre octubre y 
noviembre de 2012. 
3 Según Luhman (2009, p. 392), este tipo de actividades forman parte de los procesos de “acople estructural” 
entre política y política, las “que no parten simplemente de la aplicación de un conocimiento que se elabora 
expresamente para ser aplicado a la situación, sino de una forma de hacer propuestas que es abierta y que 
experimenta con el objeto”. 
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considera que organizaciones que actúen como mediadoras4 entre la investigación y la toma de 
decisiones o la práctica pueden también jugar un rol crítico (Cooper, 2014; Levin, 2008). El control 
sobre los procesos de movilización de conocimiento es un aspecto clave para todos aquellos actores 
que buscan influir sobre el proceso de formulación de las políticas (Delvaux & Mangez, 2008).  
En este sentido, los think tanks o “tanques de pensamiento”, pueden ser considerados como 
agentes cuya misma razón de ser es la movilización de conocimiento (Levin, 2008); o como “puentes 
entre el conocimiento y el poder”, de acuerdo con la definición utilizada por el Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo (Stone, 2007). El término think tank ha sido profusamente 
utilizado en las últimas décadas y su significado se ha tornado difuso, aunque en todos los casos el 
elemento característico sería el de procurar intervenir en la discusión o la implementación de 
políticas públicas (McDonald, 2013; Stone, 2007). En distintos contextos, incluyendo el argentino, el 
término ha sido utilizado con cierta vaguedad en sus límites, incluyendo centros académicos que no 
tienen como objetivo principal incidir en los procesos de formulación de políticas, aunque lo 
incluyan entre sus propósitos (Belletine, 2007; Uña, 2007), y abarcando organizaciones que 
defienden determinadas posturas o valores (advocacy) con una débil o nula función de investigación 
(Stone, 2007). En este artículo se opta por hablar de “centros de política” para referirnos a 
organizaciones que tienen como objetivo explícito influir –a través de la generación y uso de 
conocimiento especializado, además de otras herramientas-- sobre las decisiones de política pública y 
que no son parte del gobierno ni de una universidad, lo que se alinea con la definición de think tank 
utilizada en buena parte de la literatura (Ladi, 2000; McGann & Weaver, 2005; Stone, 2000). 
Asimismo, los consideramos actores políticos con capacidad estratégica, es decir, dotados de un alto 
grado de autonomía (Acuña, 2009) y con una agenda propia que responde a valores e intereses 
específicos5. Los centros de política o think tanks articulan una orientación ideológica más o menos 
explícita (una visión sobre el rol del Estado y las políticas públicas, así como sobre los fines de la 
educación) con la promoción de determinadas políticas. Su propósito no es meramente aportar su 
expertise en la solución de controversias o en la implementación de políticas, sino influir para que la 
acción estatal se oriente a determinados objetivos6. 
Los think tanks o centros de política intervienen en el proceso de elaboración de las políticas 
utilizando tres estrategias7 que pueden ser vistas como complementarias, pero que también plantean 
ciertas contradicciones (Stone, 2007), y que implican distintos grados de movilización de 
conocimiento y distintos modelos de uso de conocimiento, pero tendiendo a privilegiar un uso 
instrumental o estratégico antes que conceptual: a) la validación científica del conocimiento que 
producen, lo que les otorga legitimidad y prestigio para intervenir como expertos; b) el “reciclaje” de 
conocimiento. Esto abarca la síntesis y re-interpretación de trabajos académicos en formatos más 
accesibles para los tomadores de decisiones y la opinión pública, la edición/selección de información 
                                                 
4 Cooper (2014) identifica distintos tipos de organizaciones (gubernamentales y de la sociedad civil) cuya 
función específica es la de actuar como brokers o mediadores entre los productores y los usuarios de los 
conocimientos derivados de la investigación. 
5 Esto de ninguna manera implica que sean actores que se sitúan por encima de los conflictos sociales. Su 
agenda puede estar articulada o fuertemente influida por otros actores como partidos políticos, empresas o 
sindicatos. 
6Esto las diferencia claramente del trabajo de consultoría (ya sea individual o colectivo, institucionalizado o 
no), el cual tiende a preservar un perfil netamente técnico y netamente orientado por la demanda de quien 
contrata. 
7 La noción de estrategia que se emplea al referir a las formas en las que se organiza la producción y difusión 
de conocimiento es similar a la planteada por Vacarezza y Zabala (2002), en el sentido de abarcar tanto 
acciones definidas por tomas de decisión de los agentes como prácticas que se ejercitan con cierta 
automaticidad no conscientemente asumida.  
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y de evidencia contradictoria en temáticas particulares, y el reciclaje de las experiencias de los actores 
(líderes políticos y sociales, funcionarios, burócratas, técnicos, etc.) involucrados en la práctica y en 
la toma de decisiones; y c) el “emprendedurismo” de política. Esto implica un rol activo en la 
vinculación entre el análisis de políticas y el proceso político de toma de decisiones, interviniendo en 
la definición de agenda, la identificación y explicación de problemas, y la recomendación de 
opciones de política, en un proceso no-lineal en el que son las soluciones muchas veces las que 
definen los problemas8.  
Por otra parte, en la clásica distinción entre investigación de las políticas e investigación para 
las políticas (Espinoza, 2009), estas agencias se ubican claramente en el segundo tipo, lo cual 
significa que el mismo proceso de producción de conocimiento está determinado por la intención de 
movilizar sus resultados. A su vez, implica favorecer la generación de conocimiento práctico en 
detrimento de la discusión teórica y crítica (Botto, 2011). El tipo de investigación que realizan los 
centros de política se acerca, así, al de campos como el de la “ciencia regulatoria” (Jasanoff, 2012), 
donde se busca generar conocimiento relevante para decisiones de política pública a través de 
prácticas científicas que se estructuran de diversas maneras dependiendo del contexto local y del 
ámbito de política que abordan (Demortain, 2017). 
La Producción de Conocimiento Educativo y los Centros de Política en 
Argentina 
En las últimas tres décadas, el campo de la producción de conocimiento sobre educación en 
Argentina se ha expandido y diversificado fuertemente. Al tradicional protagonismo de las 
universidades públicas y a la importancia oscilantes de centros independientes de investigación 
(espacio privilegiado de salida de los intelectuales en las dictaduras) y organismos estatales9, se le han 
sumado universidades privadas, sedes locales de organismos internacionales y centros de política, 
entre otras organizaciones 
El surgimiento de centros de política a partir de la década de 1990 puede vincularse a un 
proceso de diferenciación funcional interna de la esfera político-pública, que produjo tres ámbitos –
no siempre claramente delimitados entre sí– que generan distinto tipos de viabilidad de las políticas 
públicas: la esfera político-institucional –propia de instituciones como los partidos políticos y el 
congreso– vinculada a la viabilidad política; la esfera mediática, a la viabilidad pública; y la esfera de 
la expertise, –donde se inscriben los centros de política junto a otras organizaciones como agencias 
internacionales y consultoras– a la viabilidad y legitimidad técnica (Camou, 1999). 
El Área de Educación de la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales (FLACSO) sede 
Argentina se destacó como una de las instituciones de mayor peso en los roles de centro académico y de 
centro de política, desempeñando un papel clave en el desarrollo de la investigación educativa por 
medio de estudios que –en diálogo con las ciencias sociales– renovaron los temas y preocupaciones del 
debate durante las décadas de 1980 y 1990. Algunos de los trabajos producidos en la FLACSO 
                                                 
8 Respecto a este último punto, Uña (2007) señala la tensión que existe entre participación y permanencia, ya 
que una mayor participación directa en el proceso de formulación de políticas implica mayores riesgos para la 
supervivencia de estas agencias. De manera similar, Botto (2011) advierte que “la identificación [de un think 
tank] con un partido o gestión de gobierno recorta sus posibilidades de acceder al financiamiento externo, que 
sigue siendo el principal sostén de su actividad; y, al mismo tiempo, reduce su posibilidad de reciclarse y de 
ser contratado por la administración que lo sucede” (p. 88). 
9 A pesar de algunos intentos aislados de fortalecimiento desde la década de 1960, las agencias estatales del 
área educativa se han caracterizado por su debilidad para producir conocimiento experto, legitimarlo y 
movilizarlo. 
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tuvieron una fuerte y amplia influencia en el campo intelectual de la educación, como los que 
abordaron la revisión crítica de la educación durante la dictadura, la discriminación educativa en la 
Argentina o las problemáticas de la administración y la calidad del sistema educativo (Braslavsky, 
1985; Tedesco, Braslavsky & Carciofi, 1983). Durante el proceso de reformas en la década de 1990, 
varios de sus investigadores pasaron a la gestión estatal10. 
Por otra parte, el escenario de expansión y diversificación institucional incluyó centros de 
políticas vinculados con grupos económicos y fundaciones empresarias, que ya desde mediados de la 
década de 1980 comenzaron a ganar espacio a través de la producción de conocimiento y el 
desarrollo de propuestas de política, posicionándose como voces expertas frente a los medios de 
comunicación, el Estado y los principales actores de la sociedad civil (Simón & Palamidessi, 2007). 
Basados en una visión económica neoliberal, el Instituto de Estudios de la Realidad Argentina y 
Latinoamericana (IERAL), la Fundación de Investigaciones Económicas Latinoamericanas (FIEL) y, 
posteriormente, el Grupo Sophia y la Fundación Gobierno y Sociedad expandieron su actividad e 
influencia, desarrollando numerosos estudios, diagnósticos y propuestas de política en materia 
educativa. A pesar del fuerte protagonismo de miembros de estas agencias en diversas áreas del 
Estado nacional y provincial –centralmente en el área económica– durante la década de 1990, su 
inserción en el ámbito educativo estatal fue marginal, salvo durante la breve gestión de Juan Llach 
como Ministro de Educación en el año 2000.  
A la vez, cabe mencionar la acción de los sindicatos docentes, particularmente la 
Confederación de Trabajadores de la Educación de la República Argentina y el Sindicato Unificado 
de Trabajadores de la Educación de la Provincia de Buenos Aires, los cuales --en reacción a lo que 
consideraban reformas que atacaban a la escuela pública e intentaban debilitar los sindicatos-- 
iniciaron la producción de documentos (algunos basados en investigaciones propias) hacia mediados 
de los noventa, principalmente a través del Instituto Marina Vilte, dedicado a formación e 
investigación. Aunque se creó en 2001, el Instituto de Capacitación e Investigación de los 
Educadores de Córdoba, de la Unión de Educadores de esa provincia (UEPC), se ubica en una línea 
similar; su investigación se nuclea particularmente alrededor de la temática de “la producción de la 
(des)igualdad educativa en la provincia de Córdoba” (http://www.uepc.org.ar/conectate/instituto-
de-capacitacion-e-investigacion-de-los-educadores-de-cordoba-iciec/). 
La crisis del año 2001, caracterizada por la turbulencia política y el drástico aumento de la 
pobreza, marcó el agotamiento del ciclo de políticas neoliberales impulsadas desde comienzos de la 
década de 1990. En un nuevo movimiento pendular de la orientación de las políticas públicas, el 
proceso de crecimiento iniciado a mediados de 2002 fue acompañado por un creciente 
protagonismo del Estado en la vida social y económica. Los gobiernos peronistas de Néstor 
Kirchner (2003-2007) y Cristina Fernández (2007-2015), en un contexto económico de significativo 
aumento del PBI y de condiciones internacionales más favorables, apuntaron a incrementar el gasto 
público, sostener la expansión económica y la recuperación salarial de los sectores formales de la 
economía, a subsidiar a los sectores más vulnerables, y a ampliar derechos sociales. El segundo 
gobierno de Cristina Fernández de Kirchner (2011-2015), sin embargo, estuvo marcado por el 
estancamiento económico y la persistencia de altos índices de inflación y pobreza (Salvia, 2014).  
En materia educativa, la primera parte de la década de 2000 tuvo una importante producción 
normativa que supuso una revisión significativa de las orientaciones políticas del decenio anterior. 
                                                 
10 Otros centros académicos, como el Centro de Estudios de Estado y Sociedad (CEDES) y el Centro de 
Estudios de Población (CENEP), también generaron una serie de insumos relevantes para el debate y la 
formulación de políticas educativas durante la década de 1990, aunque con un impacto significativamente 
menor que FLACSO. 
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Así, la Ley de Educación Nacional (LEN), sancionada en 2006, pretendió revertir los problemas de 
desigualdad de recursos y la escasa coordinación del sistema y lograr un mayor direccionamiento 
desde el nivel nacional. Entre otras medidas, la ley extendió la educación obligatoria a todo el nivel 
secundario y planteó la necesidad de extender la jornada completa para todas las escuelas primarias. 
En forma simultánea, en el proceso previo y posterior a la sanción de la Ley, el Ministerio Nacional 
contrató a universidades públicas y a organizaciones no estatales para la realización de estudios 
vinculados con líneas de política vinculadas con la LEN y con la implementación de diversos 
programas11. 
El giro hacia una retórica estatista de comienzos de la década de 2000 disminuyó el espacio 
de influencia de varios centros de política. Esto incentivó el cierre de algunas organizaciones –como 
la Fundación Gobierno y Sociedad– mientras que en otras –como IERAL o FIEL– se redujeron o 
desaparecieron las áreas especializadas en investigación y formulación de propuestas de política 
educativa. Otras agencias se desestructuraron, en la medida en que sus integrantes se sumaron a la 
gestión pública, como el Grupo Sophia en el caso del gobierno de la Ciudad de Buenos Aires. En 
general, el período 2001-2015 no fue fructífero para la investigación en materia educativa de las 
fundaciones económicas, ya que decayó fuertemente su presencia en el debate y su influencia sobre 
las políticas. Aún cuando puede haber razones particulares que intervinieron en la trayectoria de cada 
caso, el declive general parece obedecer a la deslegitimación y desplazamiento de la agenda neoliberal 
de reformas.  
En el caso de la FLACSO, se la puede ver como una organización que, de configurarse como 
un centro de política en la década de 1990 (Tiramonti, 2017), fue virando hacia un centro académico 
que adoptó una forma de funcionamiento asimilable a la de un departamento universitario 
(Palamidessi, Gorostiaga, & Aberbuj, 2017). Si bien durante esa década llegaron al cargo de Ministros 
de Educación intelectuales como Daniel Filmus o Juan Carlos Tedesco –que habían marcado los 
orígenes del Área de Educación– y diversos miembros de la institución colaboraron con las gestiones 
ministeriales, la agenda de producción de la institución tendió a perder unidad y dirección. La 
producción más sistemática del área se concentró en estudios sobre la educación media, la 
formación docente y el análisis de los efectos de las reformas educativas de la década de 1990, 
asumiendo un renovado interés por el análisis de las desigualdades sociales y escolares (Tiramonti, 
2004). Sin poder eludir el clima de polarización creciente que caracterizó a la política argentina a partir 
de la segunda mitad de la década de 2000, sus investigadores se dividieron entre un acompañamiento 
conceptual-ideológico al proyecto educativo oficial y una crítica pública de sus orientaciones. 
Como contracara del declive de las fundaciones económicas en las temáticas educativas y la 
reconversión de la FLACSO hacia un perfil más puramente académico, surgieron otras agencias, 
creadas apenas antes o a partir de la eclosión de la crisis de principio de siglo. La Asociación Civil 
Educación para Todos (ACEPT) surge a fines de 1999 liderada por el equipo que había sido 
responsable hasta ese año del Plan Social Educativo en la gestión nacional. Si bien algunos rasgos del 
funcionamiento de ACEPT la acercan a nuestra definición de centro de política, su accionar se 
asocia más al de una consultora que asiste a gobiernos provinciales y nacionales en un área de 
expertise bien delimitada. Otro ejemplo del desarrollo de centros de política en este período es el del 
Laboratorio de Políticas Públicas (LPP)12, cuya agenda de investigación en educación, sin embargo, 
                                                 
11 Por ejemplo, en relación con la Ley de Educación Sexual Integral, el debate sobre la modificación de la Ley 
de Educación Superior, la instrumentación del Plan Conectar Igualdad o la obligatoriedad de la educación 
secundaria. 
12 Creado en 2003, se define como “centro de estudios orientado a la investigación para la incidencia en 
políticas públicas (…) A través de sus proyectos, el LPP reafirma su compromiso con la producción de 
conocimientos y con la promoción de estrategias de acción que contribuyan a la democratización del Estado y 
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se fue diluyendo con el paso del tiempo. Los centros de política con mayor continuidad y 
protagonismo en el campo educativo desde el inicio de la década de 2000, y que son el objeto de las 
siguientes secciones, han sido el Centro de Implementación de Políticas Públicas para la Equidad y el 
Crecimiento (CIPPEC) y el Centro de Estudios en Políticas Públicas (CEPP). 
Los Centros de Política como Productores y Movilizadores de Conocimiento 
en el Campo Educativo 
El funcionamiento del Centro de Implementación de Políticas Públicas para la Equidad y el 
Crecimiento (CIPPEC) y del Centro de Estudios en Políticas Públicas (CEPP) 
En esta sección se describe cómo se originaron y de qué maneras definen sus agendas 
temáticas y desarrollan estrategias de producción y movilización de conocimiento los dos centros de 
política seleccionados.  
En el caso de CIPPEC, a partir de su fundación en el año 200013, ha ido diversificando los 
temas y las estrategias de producción de conocimiento y procurando legitimar sus producciones en 
ámbitos académicos. Partiendo de un origen asociado a la difusión del movimiento de las charter 
schools, el Programa de Educación del CIPPEC reformuló rápidamente su agenda de la mano de un 
ambicioso estudio sobre la política educativa en las provincias argentinas (Rivas, 2004). Pocos años 
después, se posicionó como un centro con voz reconocida, que acompañaba a los organismos del 
Estado nacional, provincial y municipal en la formulación e implementación de políticas públicas a 
través de un importante número de estudios, programas de trabajo e iniciativas, con muy alta 
presencia en la prensa escrita y con interlocución con actores políticos, sindicales, empresariales, del 
tercer sector y de medios de comunicación. El Programa Educación tiene por objetivos “aportar 
herramientas conceptuales y criterios de política para propiciar la construcción de un modelo de 
justicia posible para la Argentina; generar diagnósticos y fundamentos para el diseño de la política 
educativa; apoyar a los ministerios de educación de la Nación y de las provincias en el diseño, 
implementación o evaluación de las políticas educativas; monitorear la responsabilidad del Estado en 
la implementación de políticas clave” (http://www.cippec.org/mision-educacion). La clave del 
trabajo del Programa es tener el mayor impacto posible en la dirección e implementación de las 
políticas públicas, por eso su estrategia se basa en trabajar “junto” al Estado14. En este sentido, el 
Estado en sus diversos niveles es su interlocutor clave. 
 La agenda de trabajo del Programa Educación del CIPPEC se construye a partir de pedidos 
o demandas externas y de temas de interés definidos por su equipo, y se materializa en proyectos de 
trabajo que se ordenan en función de una planificación trienal y una anual. La trianual define líneas 
                                                 
los espacios públicos, así como a la construcción de prácticas políticas, sociales y culturales inclusivas y con 
un sentido transformador” (http://lppargentina.org.ar/sample-page/, julio 2014). Parte de su producción 
sobre educación se articuló con el Observatorio Latinoamericano de Políticas Educativas (www.olped.net). 
13 CIPPEC se autodefine como un centro de política pública y como “una organización independiente, 
apartidaria, plural y sin fines de lucro, que busca anticipar los dilemas del futuro y proponer mejores políticas 
públicas para la democracia y el desarrollo con inclusión. Promueve diálogos públicos y produce investigación 
aplicada para fortalecer al Estado en las Áreas de Desarrollo Social, Desarrollo Económico, y Estado y 
Gobierno” (http://www.cippec.org/acerca-de-cippec). CIPPEC se diseñó a partir del modelo del Pioneer 
Institute de Massachussets, conformado por un grupo de expertos con vocación política. 
14 “CIPPEC [se sitúa] desde un lugar mucho más por la positiva y desde el lugar de que para cambiar las cosas 
hay que meterse en el barro y ayudar al Estado. Y la segunda parte justamente es meterse a trabajar con el 
Estado en la implementación, es decir, no ser tanto un centro de estudios, sino más bien un centro que apoya 
al Estado en cambios concretos” (Entrevista FM, AR y CV). 
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estratégicas y la anual sirve para considerar las dinámicas y oportunidades que presenta la coyuntura 
y concretar las líneas generales. Esa planificación debe dejar también lugar para atender demandas 
no previstas, principalmente de parte del Estado, que puedan tener un alto impacto en la orientación 
de las políticas educativas15. Sin embargo, la organización ha construido capacidades que le permiten 
realizar con continuidad proyectos de cierta envergadura vinculados a sus intereses16 y que les da 
poder de negociación frente a los actores que les solicitan proyectos específicos17 y tender a la 
construcción de una agenda cada vez más centrada en los intereses del Programa que en las 
demandas externas. La agenda se orienta, fundamentalmente, hacia problemas y actores nacionales18. 
El Programa posee un equipo estable que se mantiene entre 5 y 10 personas19. Se contratan expertos 
externos –en general, especialistas que hayan tenido algún vínculo con CIPPEC– en caso de que el 
equipo permanente no pueda atender las demandas o de requerir una expertise muy específica. Las 
estrategias de financiamiento de sus investigaciones son diversas. Para aquellos proyectos que 
responden a intereses del Programa se buscan recursos a través de la presentación a concursos de 
fundaciones internacionales, o de organismos de cooperación internacionales, multilaterales y/o 
nacionales (como en el caso de la Embajada de Finlandia). Para los proyectos que responden a 
demandas externas, el financiamiento proviene del actor demandante del proyecto (gobierno 
nacional, gobiernos provinciales, empresas) o de una institución que funciona como financiadora 
(por ejemplo, organismos o fundaciones internacionales). 
La lógica de la producción y movilización de conocimiento varía según el tipo de proyecto. 
Los proyectos de apoyo a la gestión estatal tienden a responder a una lógica de traducción de 
acuerdos académicos y transferencia política. Usualmente, se construyen consensos con actores del 
ámbito académico que se expresan en documentos escritos que se ponen a disposición de los 
funcionarios para que puedan hacer uso de esos conocimientos. Asimismo, se sistematiza y codifica 
                                                 
15 Respecto a los pedidos del Ministerio de Educación, el Programa entiende que “hay una agenda y una 
demanda para hacer algo que es necesario y que, bueno, no estaba en tu agenda, pero si te vienen a buscar…, 
después el impacto que tiene eso sobre la toma de decisiones es mucho más grande que si uno va con su 
propia agenda. (…) Lo que pasa es que para nosotros el vínculo con el Ministerio Nacional es muy 
importante, es estratégico, y nunca hemos tenido la situación donde el Ministerio Nacional nos pidiera algo 
que no queríamos hacer” (Entrevista FM, AR y CV). 
16 “Intentamos partir de una agenda y mantener al mínimo posible el rol de consultoría. A veces es necesario 
porque trae recursos económicos, pero no como lógica de intervención. En esta última etapa se solidificó 
bastante como una institución que trata de cuidar con quién se mete para no perder prestigio (…) Hace 
bastante que tenemos nuestra agenda y salimos a buscar financiamiento para eso. No es a la inversa. Sucede a 
la inversa en algunos casos en que quizás alguna provincia nos viene a solicitar algún asesoramiento técnico 
en algún tema y lo evaluamos en función de nuestra expertise y de nuestras posibilidades” (entrevista FM, AR 
y CV). 
17 “Pero, por ejemplo, sobre todo con las empresas cuando vienen con alguna demanda en particular 
intentamos reformular esa demanda (…) Tenemos como una carpeta de proyectos, incluso de proyectos ya 
armados, entonces si hay un interés de alguien tratamos de venderles el proyecto que ya tenemos y no que 
ellos nos pidan hacer algo, porque en general eso o no está tanto en nuestros lineamientos o es algo que le 
conviene a X financiador y no necesariamente a nosotros. Y, por ejemplo, una de las cosas que hemos tratado 
de hacer en los últimos años es hacer proyectos grandes, es decir tratar de evitar la lógica del proyecto cortito, 
chiquito…” (entrevista FM, AR y CV). 
18 Desde 2014, también hacia la región con el proyecto “Mapa de la Política Educativa en América Latina”, 
que analiza la situación educativa en siete países de la región e identifica estrategias sistémicas que se han 
impulsado en los años recientes para la mejora de la educación. 
19 Para ser coordinador del área es requisito una formación de posgrado (al menos maestría); en los últimos 
años quienes han ejercido esa función tienen formación doctoral. 
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conocimiento en estado práctico de los agentes estatales, conocimiento experiencial20 al que se 
accede a través de conversaciones con distinto grado de formalidad21. Los proyectos de investigación 
sobre una temática específica —que, por lo general, son solicitados por el Estado para comenzar a 
pensar políticas públicas en una determinada línea— siguen también una lógica de transferencia 
política: el CIPPEC indaga qué se está planteando y desarrollando en otros países en referencia a ese 
tema y sistematiza ese conocimiento en un documento orientado a informar la toma de decisiones. 
Por último, están los proyectos de estudio y monitoreo de políticas públicas, en los que prima la 
investigación empírica, tanto en la generación de datos como en la sistematización de información ya 
existente.  
El producto final de sus proyectos suele ser un informe, un libro (impreso o digital) o un 
texto audiovisual; el tipo de producto se vincula con los propósitos de los proyectos y los 
destinatarios de los resultados. Cuando los destinatarios de los resultados son actores 
gubernamentales, se realizan reuniones para discutir el conocimiento producido y las propuestas de 
política. En otros casos, se realizan presentaciones o se publica el material en la página web del 
CIPPEC. El seguimiento que el Programa realiza de la incidencia de su trabajo es informal, ya sea 
por algún intercambio con los actores vinculados al proyecto o a través de citas en los medios 
masivos de comunicación. 
Por su parte, el CEPP, creado en 2003, es una organización que capitaliza el conocimiento y 
la expertise adquirida por un equipo tecno-político en su paso por la gestión educativa, en este caso 
del gobierno de la Alianza (1999-2001). Su misión principal es la generación de conocimiento 
dirigido a comprender e influir en el ejercicio cotidiano de las políticas públicas22. El CEPP se ha 
especializado en armar estrategias “a medida”, utilizando y haciendo circular el conocimiento y la 
experiencia disponible a nivel regional. Desde mediados de la década de 2000, ha desarrollado 
seminarios de política, estudios y actividades de asesoramiento para diversos países de América 
Latina (México, Brasil, Ecuador, Chile), así como en algunas provincias argentinas. 
 El CEPP inició sus actividades coordinando el Diálogo Regional de Políticas Públicas, que –
con apoyo del BID– reunía regularmente a todos los viceministros de educación de América Latina 
para poner en común problemáticas existentes en cada país y discutir las posibles estrategias de 
resolución23. En esa primera etapa, la agenda de producción y movilización de conocimiento del 
CEPP giró en torno a la identificación y la conceptualización de los temas que iban emergiendo en 
las reuniones de viceministros. Estas reuniones permitían identificar tendencias y problemas 
                                                 
20 Este tipo de conocimiento puede asimilarse al concepto de “saberes de acción”, definido como un 
conocimiento que se deriva de la actuación profesional y es puesto “al servicio de una lógica de acción” 
(Gather Thurler, 1988, citado en Mosquera, 2006, p. 141).  
21 “Nosotros también sistematizamos el conocimiento acumulado en el Estado, que muchas veces es un 
conocimiento que no queda en ningún lado. Porque trabajamos muchísimo entrevistando a funcionarios y ex 
funcionarios para dar cuenta de lo que se hizo, cómo se hizo, por qué ciertas políticas se piensan de 
determinado modo” (entrevista FM, AR y CV). 
22 El CEPP surge como “una organización en contraste con otras que había. Miraba los problemas desde 
adentro de los ministerios y no desde afuera. Lo que hacía era pensar por dónde le aprieta el zapato a un tipo 
que está sentado en un despacho y que tiene que tomar decisiones. Se trata de ver cómo ayudás a un 
funcionario a pensar lo que él no ve y a reconstituir una lógica más estructural de cómo mirar su sistema 
educativo y lo que está haciendo” (entrevista GI). 
23 “Concretamente, en el mes siguiente de la salida del Ministerio, el BID me ofrece empezar a coordinar un 
Programa que se llamaba Diálogo Regional de Políticas Educativa (…) Al año de hacer esto nos habíamos 
vuelto una biblioteca de problemas y salidas que los ministerios tenían en la región (…) Entonces ahí fue que 
nos sentamos con Andrés Delich y decidimos armar el CEPP” (entrevista GI). 
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comunes, y sistematizar marcos conceptuales y estrategias de resolución que circulaban en los 
diversos países de la región. 
De este modo, el CEPP se fue convirtiendo en una institución que dialogaba en forma 
continua con autoridades educativas de la región y que fue armando un “catálogo” de problemas 
educativos que enfrentaban los tomadores de decisión y de sus posibles soluciones. La construcción 
de esta red de información sobre las políticas “en acción” le permitió convertirse en una fuente de 
consulta a nivel regional. La expertise central del CEPP se formó en el diálogo con los gobiernos y 
con la producción de conocimiento vinculados con la resolución de problemas de gestión. No 
obstante, hacia el final de la década de 2000, su agenda de producción de conocimientos tendió a 
balancear más el trabajo por demanda con la elección de algunos temas por parte de la 
organización24. 
El CEPP tiene un equipo de trabajo estable de 10-12 profesionales. El equipo estable se 
subdivide en temáticas de trabajo e intervención, entre ellas: evaluación, TICs, gobierno y 
comunicación. La coordinación de los proyectos está a cargo de un integrante del equipo estable. 
Los profesionales externos que se contratan suelen ser especialistas en la temática del proyecto o en 
alguna metodología o técnica de investigación. Para su contratación, se privilegia la experiencia en la 
gestión pública o una aproximación profesional, más que académica. El financiamiento, por otra 
parte, proviene principalmente de los aportes del actor demandante del proyecto, o a través de 
proyectos donde una tercera institución asume el rol de financiador. Ejemplos del primer caso son el 
citado Diálogo Regional, solicitado y financiado por el Banco Interamericano de Desarrollo (BID), las 
evaluaciones de sistemas educativos provinciales o los proyectos de asistencia técnica y evaluación de 
diversas escuelas en Argentina. El segundo caso suele darse en los proyectos solicitados por 
gobiernos provinciales o nacionales –que son usualmente financiados por organismos de 
cooperación internacional o fundaciones– y en los proyectos que surgen por iniciativa propia. 
El CEPP construye conocimiento en diálogo con expertos y con actores gubernamentales, 
empresas, fundaciones y sindicatos de diversos países de América Latina, respondiendo, 
principalmente, a una lógica de transferencia de políticas. Definida una temática o problemática 
sobre la que se trabajará, se construye un estado del arte a partir de la sistematización y análisis de 
estrategias seguidas por distintos países frente al mismo problema y mediante la revisión de 
bibliografía especializada. El conocimiento experiencial que surge de intercambios formales e 
informales con funcionarios de distinto nivel es considerado clave para la comprensión y 
conceptualización de los problemas de política25. El equipo analiza el material producido y diseña 
lineamientos o propuestas. El producto resultante del trabajo es un informe o documento de trabajo 
que contiene propuestas de políticas. El último paso del proceso suele ser reunirse con los gobiernos 
o instituciones para ofrecerles –o entregarles, en el caso de ser productos demandados– las 
propuestas de política. En el estilo de trabajo del CEPP, estas propuestas deben responder a criterios 
de viabilidad de la implementación. Sobre aquellos temas que el CEPP tiene especial interés se 
                                                 
24 “Al principio surgían mucho más de las demandas; aparecía un trabajo en equis tema y nosotros nos 
íbamos metiendo, le encontrábamos la punta. Hoy hay un combo distinto: a nosotros nos interesa meternos 
en tal tema y buscamos inversores o gobiernos que quieran entrarle a tal tema. Empezamos a pensar más 
dónde nos parece que hay un tema estratégico para meterse. El CEPP ha ganado bastante prestigio en ese 
mundo. Cada vez más podemos hacer los proyectos que queremos y no para lo que nos buscan” (entrevista 
GI). Así, por ejemplo, cuando el Banco Santander Río contacta al CEPP para “hacer algo en educación”, el 
CEPP orienta la demanda hacia un proyecto de observatorio del sistema educativo nacional que sus 
directores tenían previamente en mente. 
25 “[Nuestro modelo] es de escuchar mucho a los tomadores de decisiones, pero no textualmente, sino 
intentar conceptualizar lo que te dicen” (entrevista GI). 
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realiza un seguimiento más o menos sistemático del proceso. Para los temas que no son centrales, el 
seguimiento –cuando se realiza– es informal y se desarrolla mediante el diálogo continuo con los 
gobiernos y actores relevantes.  
Análisis de los Procesos de Producción y Movilización de Conocimiento 
En esta sección se profundiza el análisis (identificando semejanzas y diferencias entre los dos 
centros) en las siguientes dimensiones: a) definición de la agenda temática; b) financiamiento y 
conformación de los equipos de trabajo; c) estrategias de producción y movilización del 
conocimiento; y d) (dis)continuidades con la década de 1990. 
Para los dos centros, la definición de la agenda temática26 es un paso crucial en el proceso de 
producción y movilización de conocimiento. Como se ha visto, la construcción de agenda de ambos 
centros de política analizados es el resultado, en mayor o menor medida, de una negociación entre 
temáticas de interés definidas por los equipos –enmarcadas en misión y propósitos– y las demandas 
externas, las cuales se originan, principalmente, en los Ministerios de Educación, ya sea de nivel 
nacional como jurisdiccional, y, en segunda instancia, en fundaciones, ONGs, empresas y diversas 
instituciones del sistema educativo argentino. En los últimos años, la tendencia en la construcción de 
ambas agendas tendió a primar los proyectos vinculados a los propios intereses por sobre las 
demandas externas aisladas. El impacto sobre las políticas y la posibilidad de sustentabilidad 
organizacional de estos centros depende, entre otros factores, de la capacidad de “idear una agenda 
estratégica de investigación” (Braun et al., 2007, p. 84), encontrando un balance entre el desarrollo de 
áreas o “nichos” de especialización y la flexibilidad para responder a las transformaciones del 
entorno (respuesta a demandas diversas y a cambios en la orientación de las políticas públicas).  
Por otra parte, deben asegurar un financiamiento continuo que garantice el sostén de la 
estructura estable, lo que significa que parte de la búsqueda de financiamiento y, en consecuencia, de 
los proyectos que se incluyen en la agenda de trabajo se vinculan con la necesidad de reproducción 
de la propia estructura27. Esto se vincula con una tensión, inherente al funcionamiento de los think 
tanks, entre las presiones inmediatas de la gestión cotidiana y de la obtención de fondos, y los 
objetivos de largo plazo de influencia sobre el debate de políticas (Stone, 2007), sumado a que en 
regiones periféricas como América Latina las fuentes de financiamiento suelen ser más inestables 
(McGann & Weaver, 2005). La estrategia de financiamiento atada a un proyecto específico es 
predominante en la producción de los dos centros de política. El financiamiento proviene tanto de la 
propia institución demandante del conocimiento, como de una institución que se incorpore al 
proceso específicamente como financiadora o de las presentaciones a concursos de proyectos 
particulares. La tensión entre la inmediata obtención de fondos y los objetivos de largo plazo tiene 
por resultado la configuración de equipos pequeños (entre 5 y 12 personas) que concentran las 
principales tareas del proceso de producción y movilización de conocimiento o su coordinación. En 
consecuencia, para cubrir todos los proyectos y el propio proceso de producción, en muchos casos, 
deben complementar sus equipos estables con especialistas contratados ad hoc. La relación entre 
equipo estable y contrataciones adicionales varía de acuerdo con el caso y con cada proyecto.  
                                                 
26 Esta definición temática implica la selección y problematización de demandas, intereses o problemáticas de 
algún sector de la sociedad y su constitución como asuntos generales de interés (lo que Oszlak y O´Donnell 
[1995] denominan “cuestión”). La conversión de asuntos sectoriales en “cuestiones” otorga legitimidad a un 
tema para ser investigado y debatido, y lo posiciona como problemática con necesidad de solución a través de 
la política pública. 
27 Al estar encuadrados legalmente como asociaciones sin fines de lucro, los centros de política cuentan con 
algunas exenciones impositivas, como en el caso del Impuesto al Valor Agregado, y alicientes impositivos 
para el caso del Impuesto a las Ganancias. 
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La variable personal, esto es los perfiles específicos de los expertos en cada centro, parece 
importante para entender los procesos de generación y movilización de conocimiento. Los expertos 
de política que se desempeñan en tanques de pensamiento deben balancear y reconciliar diferentes 
funciones (Medvetz, 2010). A los efectos de nuestro argumento, interesa resaltar cómo en cada 
centro predomina un tipo particular de función desempeñada por sus integrantes, en particular los 
coordinadores: la función de académicos, privilegiando el lenguaje de la investigación empírica, en el 
CIPPEC; y la de asesores de política, dándole más importancia al conocimiento experiencial, en el 
CEPP28. Esto puede vincularse a las diferencias entre un área coordinada por personas con un perfil 
de investigador con formación doctoral, y un centro fundado y dirigido por personas cuyo capital 
principal está dado por su paso por la gestión ministerial.  
En los dos casos analizados pueden identificarse tres lógicas de producción y movilización 
de conocimiento predominantes, con diversos énfasis: 1) la investigación empírica es una de las 
principales estrategias utilizadas por el CIPPEC y tiene un espacio menor en CEPP; 2) la 
transferencia de políticas se impone fuertemente en el trabajo del CEPP y está presente también en 
el trabajo de CIPPEC; y 3) la traducción de acuerdos académicos forma parte de las estrategias 
utilizadas por ambos centros. A su vez, como señalamos en el párrafo anterior, principalmente en el 
CEPP, pero también, aunque en menor medida, en CIPPEC, tiene un peso importante la generación 
de conocimiento experiencial, externalizado muchas veces en forma oral a través del contacto con 
funcionarios y ex-funcionarios.  
En cuanto a los productos en los que se materializa el conocimiento producido y movilizado, 
predomina el informe o documento de trabajo, que incluye, en general, propuestas de política. 
También se generan productos diferenciales que se vinculan a la naturaleza del conocimiento 
producido y a los destinatarios que intentan alcanzar, como, por ejemplo, los libros y audiovisuales 
de CIPPEC. Por último, puede destacarse la existencia de instancias formales e informales de 
discusión de resultados de investigación y recomendaciones de política con funcionarios 
gubernamentales, un vehículo que se considera particularmente efectivo para trasladar la evidencia a 
la práctica (Levin, 2008). 
En términos de las categorías presentadas en la primera sección del artículo, puede notarse 
que las modalidades de transferencia de políticas, traducción de acuerdos académicos y generación 
de conocimiento experiencial corresponden al “reciclaje” de ideas y de la experiencia de actores 
(Stone, 2007); a su vez, estas modalidades pueden asociarse a un modelo instrumental de uso del 
conocimiento en la medida en que tienden a prescribir determinados cursos de acción amparados en 
las “lecciones” de la experiencia internacional o de la práctica, o en (supuestos) consensos 
académicos. La lógica de investigación empírica, por su parte, respondería a la estrategia de 
validación científica, aunque en muchos casos va unida a recomendaciones de política, por lo que 
estaríamos en presencia de una acción de “emprendedurismo”, en la cual los resultados de 
investigación pueden estar siendo utilizados de acuerdo con un modelo estratégico de uso del 
conocimiento.  
En suma, la movilización de conocimiento en los casos observados se da, mayormente, a 
través a través de 1) un uso estratégico del conocimiento para la construcción de agenda de políticas, 
principalmente en forma directa (sobre el Estado, ya sea a nivel nacional o provincial), o, con menor 
énfasis, de manera indirecta (sobre el debate público); y 2) de un uso instrumental para apoyar la 
implementación de algunas medidas de política educativa.  
                                                 
28 En el CEPP se busca conformar equipos con personas “que hayan pasado por el Estado, o sea, que tengan 
una mirada no netamente académica (…) Cuando vas con una matriz muy conceptual a mirar la realidad, te 
perdés mucho…” (entrevista GI). 
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En los dos casos parece claro que estos centros no son, ni pretenden ser, un simple “puente” 
o intermediario neutral entre los mundos de la ciencia y de la política. Estas organizaciones son una 
manifestación del nexo conocimiento/poder (Stone, 2007), en tanto actores políticos que producen 
y movilizan conocimiento como parte de una agenda determinada por valores e intereses específicos, 
aun cuando busquen posicionarse como “aliados” del Estado en la búsqueda de soluciones a los 
problemas de política, pero que tampoco actúan como meros traductores de las agendas de política 
de sectores empresariales o de otra extracción29. 
En ese sentido, y en términos de las (dis)continuidades con la forma de funcionamiento de 
los centros de política durante la década de 1990, cabe resaltar que en esa década predominaron 
centros financiados por el empresariado que tendieron a encarnar propuestas de política educativa 
alternativas, e incluso confrontativas, a la agenda reformista del gobierno nacional. La principal 
excepción la constituyó la FLACSO, una organización con características más afines a la de un 
centro académico, pero que logró posicionarse como usina de ideas y expertos para la gestión 
ministerial. El protagonismo de la FLACSO y de los centros de política “empresariales”, sin 
embargo, y debido a distintas razones, tuvo corta vida. Los casos de CIPPEC y CEPP desde 2001 
parecen ilustrar una forma de interacción más simbiótica con el Estado, pero fundada en la 
continuidad de una tradición de generación de políticas top-down y de escasa apertura del Estado al 
diálogo con otros actores sociales, en particular en lo que hace al diseño de las políticas públicas30, lo 
que explicaría el limitado rango de acción que denota el tamaño pequeño de los equipos de estos 
centros y la persistencia de un número muy exiguo de centros de política actuando a nivel nacional y 
provincial. Desde la década de 1990 hasta la actualidad asistimos a un proceso de entrada y salida de 
organizaciones encarnando funciones de centros de política, que movilizan conocimiento de 
distintas maneras y con diferentes patrones de relación con el Estado, lo que implica nuevas 
instancias que intervienen en la generación y gestión de conocimiento especializado, pero con una 
alta volatilidad. En este sentido, se puede hipotetizar que la tradicional debilidad gubernamental (a 
nivel nacional y provincial) para la producción y aplicación de conocimiento especializado --
potenciada por la creciente complejidad de los problemas públicos frente a los cuales el Estado está 
llamado a responder en forma efectiva y rápida (Belletine, 2007)— y un contexto de creciente 
policentrismo de los sistemas educativos (Tenti Fanfani, 2004) generan una ventana de oportunidad 
para la acción (aunque limitada en el contexto argentino) de estos centros de política.  
                                                 
29 Los centros aquí analizados ponen de manifiesto los rasgos que, según Camou (1999), caracterizan al nuevo 
tipo de vinculaciones entre saber técnico y política en la Argentina: la existencia de “una significativa 
´autonomía relativa´ del entramado institucional formado por las fundaciones, centros de investigación, 
tanques de pensamiento y consultoras especializadas que elaboran sus diagnósticos y recomendaciones de 
políticas” (p. 93); y, en íntima relación con dicha autonomía, el carácter semi-público (o semi-privado) de 
estas organizaciones, asentado en un financiamiento diversificado que incluye al Estado, fundaciones 
internacionales y empresas.  
30 Cunill (1995) distingue dos procesos distintos en la apertura del Estado a las organizaciones de la sociedad 
civil: la ampliación de la participación de actores sociales en la formulación de políticas y decisiones públicas; 
y distintas formas de colaboración de organizaciones de la sociedad civil en la gestión de programas o 
servicios públicos. En la Argentina, la década de 1990 se caracterizó por una reforma del Estado que implicó, 
en general y en particular para el caso de la educación, el llamado a las organizaciones de la sociedad civil a 
participar en la implementación o gestión de las políticas, pero no a involucrarse en las decisiones sobre sus 
orientaciones. Por otro lado, a partir de 2003 hubo diálogo permanente con los sindicatos docentes para la 
formulación de políticas educativas, pero no con otros actores sociales— se giró de un modelo más “liberal” 
hacia uno más neocorporativo. 
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Conclusiones 
Así como sucedió con el nuevo escenario sociopolítico de la década de 1990, las tendencias y 
procesos que se dieron en la primera década de 2000 en Argentina rediseñaron el mapa de los 
centros de política con una redefinición de sus roles y grados de influencia y modos de generarla en 
la política educativa. El cambio de clima político e ideológico que comenzó a configurarse en los 
primeros años de la década de 2000 se conjugó con importantes transformaciones en los estilos de 
gobierno del área educativa, con un Estado Nacional con agenda política activa —sobre todo, en la 
primera parte de la década— , que se materializó en la promulgación de leyes educativas y en la 
implementación de diversos programas de cobertura nacional.  
En ese nuevo contexto, varios centros de política existentes (FIEL, IERAL, Gobierno y 
Sociedad), asociados principalmente a grupos empresariales y promotores de agendas de política 
durante la década de 1990, se retiraron del juego o tendieron a reducir sus áreas educativas. En su 
lugar, surgieron nuevas organizaciones, que han operado con dinámicas de producción y 
movilización que privilegian usos más instrumentales y estratégicos del conocimiento. Los casos de 
CIPPEC y CEPP ilustran cómo en la primera década de 2000 los centros de política tendieron a 
adoptar un rol de acompañamiento técnico al Estado (nacional y provincial) antes que a asumir una 
agenda alternativa de políticas, desarrollando propuestas y soluciones para dimensiones más acotadas 
de la política educativa. Se podría decir que operaron con nuevas dinámicas, pero incorporando las 
restricciones que les fijó la agenda y la acción estatal, en dinámicas de cooperación con el Estado 
nacional o los estados provinciales en la generación de políticas específicas. Aceptando este marco 
de restricciones políticas y financieras, buscaron diversificar sus fuentes de financiamiento, 
desarrollar expertise en diversas áreas, posicionar a sus investigadores e incrementar –en la medida de 
sus posibilidades- los niveles de autonomía en la definición de sus agendas de producción y 
movilización de conocimiento.  
En diciembre de 2015, con la asunción del presidente Mauricio Macri, se cerró el ciclo de los 
gobiernos peronistas bajo la hegemonía kirchnerista. Se abren así interrogantes sobre qué formas 
adoptará de ahora en adelante la acción de los centros de política del campo de la educación frente a 
una agenda de políticas claramente diferenciada de la que prevaleció en los últimos años31. Para 
concluir, además de dejar planteado este cambio del escenario macropolítico, cabe señalar la 
necesidad de estudiar la movilización de conocimiento desde las perspectivas de los otros actores 
involucrados en estos procesos, en particular los actores estatales (funcionarios y decisores), de 
manera de complementarlas y contrastarlas con las visiones de los coordinadores de centros de 
política que fueron objeto de este artículo.  
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